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resumen
El reconocimiento de derechos a la naturaleza en la 
Constitución de Ecuador de 2008 constituye un hito 
sin precedentes; pero no basta con su consagración 
a nivel constitucional, pues se hace imperativa la 
construcción teórica de los elementos configuradores 
de tales derechos, cuya regulación jurídica actual tiene, 
como características, las siguientes: la dispersión, la 
vaguedad y la ambigüedad de su contenido, al tiempo 
que el desarrollo jurisprudencial ha sido limitado. Han 
transcurrido más de diez años desde su categorización 
en el texto constitucional y apenas han llegado a las 
instancias judiciales —como la Corte Constitucional 
del Ecuador— algunos casos de los que no es posible 
aún extraer criterios jurisprudenciales suficientes para 
hacer una evaluación de conjunto. Ante esta realidad, 
el presente trabajo tiene como objetivo el análisis de 
la labor interpretativa de la Corte Constitucional de 
Ecuador con relación a los derechos de la naturaleza, 
y la identificación de los obstáculos que inciden en 
el acceso a la justicia ambiental para el logro de la 
efectiva tutela de estos derechos en sede judicial.
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abstract
The recognition of rights to nature in the Ecuadorian 
Constitution of 2008 constitutes an unprecedented 
milestone; but its consecration at the constitutional 
level is not enough. The theoretical construction of 
the elements that configure such rights is imperative, 
of which the current legal regulation has the 
following characteristics: the dispersion, vagueness 
and ambiguity of its content, and at times that the 
development of jurisprudence has been limited. More 
than ten years have elapsed since its categorization 
in the constitutional text and only a few cases have 
reached judicial instances —such as the Constitutional 
Court of Ecuador— from which it is not yet possible 
to extract sufficient jurisprudential criteria to make an 
overall evaluation. Given this reality, this paper aims 
to analyze the interpretive work of the Constitutional 
Court of Ecuador in relation to the rights of nature, 
and the identification of obstacles that affect access to 
environmental justice for the achievement of effective 
protection of these rights in court. 
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I.	 Introducción

La Constitución Política del Ecuador de 2008 (CE) y la Constitución del Estado 
Plurinacional de Bolivia de 2009 (CB 2009), enmarcadas en el nuevo constitu-
cionalismo latinoamericano, refrendaron legalmente las tradiciones ancestrales 
de la cosmovisión indígena andina, las cuales se sustentan, en una forma dife-
rente, de la relación del ser humano con su entorno: el sumak kawsay o buen 
vivir, que se distancia radicalmente de la posición antropocéntrica, pues no se 
trata de la comunidad limitada a los humanos, sino de la comunidad de todo lo 
viviente. En consecuencia, de manera indirecta en Bolivia y de forma expresa en 
Ecuador, se reconoce a la naturaleza como sujeto de derechos.1

Desde el preámbulo de la CE, se consagra como sustrato teleológico la con-
cepción del sumak kawsay y, a tono con esa postura, al regular los Derechos del 
buen vivir, incluye el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, 
al agua, a los alimentos, al hábitat y a la vivienda, entre otros. Asimismo, en 
capítulo aparte adjudica derechos a la naturaleza, que se articulan rebasando la 
suma simple de individuos e instituciones que conforman el conjunto social, en 
correspondencia con los lineamientos del Plan Nacional del Buen Vivir de 2013- 
20172 y del vigente Plan Nacional del Buen Vivir de 2017- 2021.3

1 En la última década se han publicado varios estudios en que se realiza una comparación de los derechos de la na-
turaleza y la cosmovisión indígena en ambas constituciones; entre ellos, los siguientes: Roncal Vattuone, Ximena, 
“La naturaleza...un sujeto con derechos. Apuntes para la reflexión”, Revista de Investigación Educativa No. 3/2013, 
pp. 121- 136. Pinto Calaça, Irene Zasimowicz, et. al, “La naturaleza como sujeto de derechos: análisis bioético de las 
Constituciones de Ecuador y Bolivia”, Revista Latinoamericana de Bioética No. 18/2017, pp. 155-171. Gómez Sierra, 
Lizeth Del Carmen y León, Miguel Ángel, “De los derechos ambientales a los derechos de la naturaleza: racionalidades 
emancipadoras del derecho ambiental y nuevas narrativas constitucionales en Colombia, Ecuador y Bolivia”, Revista 
de Derecho y Ciencias Sociales No. 10/2016, pp. 233- 260, Colombia.
2 Disponible en https://www.unicef.org/ecuador/Plan_Nacional_Buen_Vivir_2013-2017.pdf, consultado el 1/9/2018.
3 Disponible en http://www.planificacion.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2017/10/PNBV-26-OCT-FINAL_0K.
compressed1.pdf, consultado el 1/9/2018.
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Los referidos derechos de la naturaleza se proyectan a partir de un núcleo 
principal ecológico, en el que se enuncian dos vértices: uno, relativo al ambien-
te, que implica lo existencial; y otro, referido a la biodiversidad y a los recursos 
naturales, que se presenta como el sustentador del buen vivir; esos dos puntos 
estructuran el contenido del derecho y, a la vez, imponen obligaciones genéricas 
al Estado, lo que permite afirmar que la CE, en torno a los derechos de la natu-
raleza, conforma unos contenidos maximalistas en exigencias y garantías que 
pudieran implicar un salto en materia de protección del ambiente o un cambio 
de paradigma, como afirma Jorge Benavides Ordóñez.4

Efectivamente, es innegable que el reconocimiento de los derechos a la natu-
raleza constituye un hito sin precedentes,5 que podría dar lugar a un nuevo pa-
radigma;6 pero no basta con su consagración a nivel constitucional, que es vital 
y apremiante, sino que se hace imperativa una construcción teórico-doctrinal 
desde esa perspectiva, así como la formación de una cultura de respeto, conoci-
miento y protección de los derechos de la naturaleza en las prácticas políticas y 
sociales relacionadas con el ambiente y los recursos naturales.7

En los estudios actuales, el abordaje de la naturaleza como sujeto de derechos 
aún es limitado y se enfoca en aspectos específicos de fundamentación o crítica 
de la novedad, sin llegar a etapas constructivas; de ahí que, ante este viraje, se 
generan diferentes expectativas y actitudes, desde el aplauso hasta la ridiculi-
zación.8 En ese contexto, las ciencias jurídicas tienen la obligación de buscar 
explicaciones que sean coherentes con el saber acumulado, a la vez de aportar 
nuevos conocimientos que permitan analizar a la naturaleza como sujeto de 
derechos.

La falta de nuevas explicaciones y respuestas desde instancias políticas o 
jurídicas quizás sea una de las razones por las que la ciudadanía ecuatoriana, 
en general, continúa defendiendo el ambiente y la naturaleza por medio de las 
formas tradicionales de reivindicación de los derechos humanos, y que no se 
haya interiorizado suficientemente el deber constitucional de actuar en defensa 
de los derechos de la naturaleza, como nuevo sujeto de derechos, o que aún las 

4 Benavides Ordóñez, Jorge. Prólogo a Prieto Méndez, Julio M, Derechos de la naturaleza Fundamento, contenido y 
exigibilidad jurisdiccional, Corte Constitucional del Ecuador; CEDEC 1ª edición, Quito, 2013, p. 15.
5 Prieto Méndez, Julio M, Derechos de la naturaleza: Fundamento, contenido y exigibilidad jurisdiccional, CCE/CEDEC 
1ª ed., Quito, 2013, p. 86.
6 Benavides Ordóñez, Jorge. Prólogo a Prieto Méndez, Julio M, op., cit., p. 15.
7 Al respecto, puede consultarse Vernaza Arroyo, Girad, “Hacia una cultura jurídica ambiental en Ecuador”, Adminis-
tración y Desarrollo No. 58/2013, pp. 89- 100.
8 Zaffaroni, Eugenio, La Pacha Mama y el humano, Ediciones Madres de la Plaza de Mayo/Colihue, Buenos Aires, 
2011, p. 55.
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políticas públicas de gestión ambiental y de los recursos naturales no sean del 
todo efectivas,9 o que existan obstáculos para la adecuada y efectiva tutela de 
tales derechos de la naturaleza en sede judicial.10

Han transcurrido diez años desde su categorización en el texto constitucio-
nal y apenas han llegado a las instancias judiciales, como la Corte Constitucio-
nal del Ecuador (CCE) o tribunales de instancias inferiores, algunos casos de los 
que no es posible aún extraer criterios jurisprudenciales suficientes para hacer 
una evaluación de conjunto.11 Algo similar se puede afirmar de las instancias 
administrativas12 ante daños ambientales.13

La tendencia que aún prevalece, a partir de los datos y estudios analizados, es 
la de poner mayor énfasis en los daños ambientales que afectan los derechos o 
intereses de los humanos, más que a las violaciones a los derechos de la natura-
leza cuando no tienen influencia directa sobre aquellos, lo que se puede apreciar 
tanto a nivel legislativo como en los estudios ambientales donde, por lo general, 
la naturaleza sigue siendo objeto y no sujeto de derechos.

En relación con la novísima incorporación constitucional de los derechos de 
la naturaleza, es apreciable el interés académico que ha despertado ese hecho, 
en torno al que giran importantes debates, polémicas y estudios teóricos de ca-
rácter filosófico, económico y sociológico, sin embargo son escasos los estudios 

9 Ante la ineficacia del Derecho ambiental “el operador jurídico deberá flexibilizar las normas que, en su aplicación, 
no sirvan para dar respuesta rápida, real, y efectiva a las diversas situaciones que se presentan frente a los desafíos 
ambientales de nuestro tiempo.” Peña Chacón, Mario, Derecho Ambiental efectivo, Universidad de Costa Rica, San 
José, 2016, p. 77.
10 Un libro recientemente publicado en el Ecuador da cuenta de algunos de los principales resultados, la mayoría 
negativos, de los diez años transcurridos desde la CE donde se adjudicó a la naturaleza la cualidad de sujeto de de-
rechos y se le reconocieron derechos específicos. El único aspecto positivo señalado por los autores es el uso o la 
referencia de los derechos de la naturaleza como añadido en algunas leyes ambientales y en decisiones judiciales o 
administrativas, para reforzar los argumentos relacionados con la explotación de los recursos naturales o los bienes 
ambientales. Véase Maldonado, Adolfo y Martínez, Esperanza, Una década con derechos de la naturaleza, Abya Yala, 
Quito, 2019. Son especialmente importantes los trabajos de Echeverría V, Hugo, “El Derecho penal y los derechos 
de la naturaleza”, pp. 81- 93; Lareátegui Fabara, Fred, “Una mirada a los derechos de la naturaleza desde el Derecho 
Administrativo”, pp. 95- 103 y Bustamante Romo Leroux, Francisco, “Derechos de la naturaleza: análisis crítico de la 
jurisprudencia constitucional”, pp. 106- 127.
11 Por supuesto, que la cantidad de procesos que llegan a las cortes y tribunales ecuatorianos referidos a o en de-
manda de protección de los derechos de la naturaleza, no dice mucho respecto a su importancia o interés con que 
sean considerados tales derechos. Este punto es abordado más adelante en el epígrafe III, cuando se explique el lla-
mado efecto de selección.
12 Un ejemplo reciente: Proceso de Calidad Ambiental No. 07-2014, Dirección Provincial de Esmeraldas del Ministerio 
del Ambiente, seguido contra el Complejo Habitacional Diamond Beach por vertimiento de aguas residuales en la 
playa de Tonsupa, ocasionando daño ambiental por el alto contenido de sustancias tóxicas como arsénico, cianuro, 
cadmio, cromo, cobre, mercurio, plomo y zinc, afectando el mar, la arena, las especies marino costera que habitan 
en ellas, como a las personas que hacen usos del balneario, disponible en https://maeesmeraldas.files.wordpress.
com/2014/12/borrador-d-i-a-grand-diamond-beach1.pdf, consultada el 1/9/2018.
13 Datos sobre el ambiente y los daños ocasionados por diversas fuentes, así como su entidad y magnitud, pueden 
verse en http://www.ecuadorencifras.gob.ec/estadisticas-ambientales/, consultado el 1/9/2018.
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que se dedican al análisis técnico- jurídico, exhaustivo y especializado sobre las 
principales implicaciones teóricas o prácticas de la protección de los derechos de 
la naturaleza en sede judicial, o del funcionamiento de las garantías jurídicas o 
sociales para alcanzar su efectividad.14

En ese contexto, resulta novedoso, actual y pertinente, abordar con mira-
da crítica y propositiva, los obstáculos que hoy enfrentan la interpretación y 
aplicación de los derechos de la naturaleza, así como la necesidad de aportar 
los fundamentos teóricos que sustenten la formulación jurídica adecuada de los 
mismos, en pos de su efectiva tutela en sede judicial, de modo que el derecho 
sobre el papel, se transforme en verdaderos derechos y no queden como meras 
curiosidades o reivindicaciones inviables.

2.	 Configuración jurídica de los derechos de 
la naturaleza. Virtudes y defectos

En Ecuador, la naturaleza es sujeto de derechos: así fue establecido en la CE por 
decisión de la Asamblea Nacional Constituyente; esa cualidad, en términos de 
dogmática jurídica, implica la posibilidad de ejercer derechos y contraer obli-
gaciones, actuar en juicio por sí o mediante terceros por vía de representación 
y, en general, hacer todo lo que no esté prohibido por el Derecho.15 Esa es una 
tesis incontestable en el Derecho moderno, sobre todo porque se basa en el 
presupuesto no cuestionado, de que solo los seres humanos pueden ser suje-
tos de derechos, bien sea individualmente o por medio de personas jurídicas o 

14 Desde la promulgación de las constituciones de Ecuador y Bolivia, prestigiosos autores han tratado el tema en 
artículos y ensayos, desde diferentes puntos de vista, pero todos coinciden en la necesidad de hallar respuestas a las 
interrogantes que surgen al respecto. Entre esos autores se pueden destacar Acosta, Alberto, “El buen vivir, una uto-
pía por (re) construir”, Revista Casa de las Américas No. 257/2009, La Habana, pp. 33- 46; Acosta, Alberto, Bitácora 
Constituyente. ¡Todo para la patria, nada para nosotros!, Abya Yala, Quito, 2008; Acosta, Alberto, Derechos de la Na-
turaleza: el futuro es ahora, Abya Yala, Quito, 2009; Ávila Santamaría, Ramiro, “Las Garantías: herramientas impres-
cindibles para el cumplimiento de los derechos. Avances conceptuales en la Constitución del 2008”, Desafíos consti-
tucionales, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, Quito, 2008, pp. 89-111; Ramírez Gallegos, René, “Socialismo 
del sumak kawsay o Biosocialismo Republicano”, Alter Justitia, Revista de la Maestría en Derechos Fundamentales y 
Justicia Constitucional, Guayaquil, 2001, pp. 5- 51; Silva Portero, Carolina, “¿Qué es el Buen Vivir en la Constitución?” 
La Constitución del 2008 en el contexto Andino, Ministerio de Justicia y derechos Humanos, Quito, 2008.De fecha 
más reciente pueden consultarse los libros de Prieto Méndez, Julio M, Derechos de la naturaleza: Fundamento, con-
tenido y…op.cit.,2013, Estupiñan Achury, L, Storini,,C, Martínez Dalmau, R, Carvalho Dantas, FA, La naturaleza como 
sujeto de derechos en el constitucionalismo democrático, Universidad Libre, Colombia, 2019.
15 En teoría, la naturaleza como sujeto de derechos podría ser sujeto activo de una relación jurídica en la que tendría 
derechos subjetivos, a la vez que pudiera ser sujeto pasivo y contraer obligaciones. Al respecto véase Escobar Rozas, 
Freddy, “Contribución al estudio de la relación jurídica intersubjetiva”, Themis No. 38/1998, pp. 15- 30.



G I R A R D  D A V I D  V E R N A Z A  A R R O Y O ,  D A N E L I A  C U T I É  M U S T E L I E R

290

colectivas: de cualquier manera, los derechos siempre son referidos a la perso-
nas como sus titulares.16

Una de las consecuencias lógicas que se derivan del reconocimiento del nue-
vo sujeto de derechos es que, también por medio de una decisión política de 
la autoridad competente, se deben precisar qué derechos tiene y de qué modo, 
dentro de qué límites, podría ejercerlos; pues bien, en este caso la literatura pu-
blicada hasta el presente en el país es absolutamente omisa: no existe un estudio 
que analice exhaustivamente las características técnico jurídicas de los derechos 
reconocidos a la naturaleza, aparte de comentarios marginales para reforzar los 
argumentos que sostienen su cualidad de sujeto de derechos.

Esas carencias repercuten negativamente tanto en el plano legislativo como 
en el jurisprudencial, así como en la necesaria formación de una conciencia 
ambiental y una cultura de respeto y protección de los derechos de la naturaleza, 
por cuanto si más allá de la retórica y los buenos deseos no se explica en qué 
consisten esos derechos y cuál es su contenido y alcance, mal podrían ser pro-
tegidos y garantizados apropiadamente en las diferentes instancias de toma de 
decisiones públicas o privadas o por la ciudadanía, en general.

Y es que, a pesar de la tan alabada novedad de los derechos de la naturaleza, 
en la CE los derechos que se le adjudican son realmente escasos, tanto en canti-
dad como en la fijación precisa de sus límites internos y externos de su alcance 
y contenido17; que debieran ser desarrollados por la legislación secundaria o, 
como propuso un asambleísta en la constituyente, mediante una ley orgánica de 
los derechos de la naturaleza.18 Para adentrarse en el tema, es preciso iniciar por 
el análisis del artículo de la CE en que se atribuye a la naturaleza la cualidad de 
sujeto de derechos.

Artículo. 10. Las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos 
son titulares y gozarán de los derechos garantizados en la Constitución y en 
los instrumentos internacionales. La naturaleza será sujeto de aquellos dere-
chos que le reconozca la Constitución (la cursiva no consta en el original).

16 Nikken, Pedro, “Sobre el concepto de derechos humanos”, Seminario sobre Derechos Humanos, Instituto Intera-
mericano de Derechos Humanos/Unión Nacional de Juristas de Cuba, San José, C. R/La Habana, 1997, pp. 17- 36.
17 Sobre los límites internos y externos, así como la delimitación de los derechos humanos, que aplica también a los 
derechos de la naturaleza, puede verse Bastida Frei jedo, Francisco J, et. al. Teoría general de los derechos fundamen-
tales en la Constitución Española de 1978, Tecnos, Madrid, 2004, pp. 106 y ss.
18 Leyes orgánicas son, entre otras, las que regulen el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales, CE, art. 
33.
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En texto literal, niega lo que se repite hasta el cansancio en algunos estudios 
sobre el tema: los derechos de la naturaleza no están al mismo nivel, no son 
iguales, no tienen el mismo significado que los derechos de los demás sujetos 
previstos en el artículo 10;19 la diferencia radica en el modo en que se refiere el 
constituyente a los sujetos individuales o colectivos constituidos por seres hu-
manos: los primeros son titulares de derechos, mientras la segunda es sujeto de 
los derechos que se le reconozcan en la Constitución.

La diferencia no es solo terminológica, sino que involucra consecuencias teó-
ricas y prácticas importantes: ser titular de derechos denota el hecho de que esos 
derechos se tienen, al margen de que sean reconocidos o no por la autoridad.20 
Se está en posesión del título que confiere legitimidad para ejercer los derechos 
que correspondan de acuerdo a la condición del sujeto;21 por el contrario, la na-
turaleza no es titular de derechos sino un sujeto cuyos derechos se contraen a los 
que le reconozca la propia CE. Al no poseer la naturaleza derechos que le sean 
inherentes como a los seres humanos, pues los suyos dependen de la voluntad 
expresa de la autoridad competente,22 no aplica con respecto a ellos la cláusula 
de progresividad y no regresividad de los derechos humanos.23

Otra consecuencia importante, que se deriva de la distinción entre titulares 
y sujetos de derechos, se relaciona con la cuestión acerca de si los principios de 
aplicación de los derechos humanos establecidos en el artículo 11 CE funcio-
nan también para la aplicación de los derechos de la naturaleza. Con certeza, se 
podría decir que los principios aplicables son, el previsto en el inciso 8, de con-
formidad con el cual “…el contenido de los derechos se desarrollará de manera 
progresiva por medio de las normas, la jurisprudencia y las políticas públicas.” y 
el principio de justiciabilidad, recogido en el inciso 3. Los demás solo serían apli-
cables a los titulares de derechos, sujetos distintos a la naturaleza. Después de los 

19 En esa confusión incurre, por ejemplo, Ramiro Ávila Santamaría, quien afirma que la naturaleza es “titular de de-
rechos.” Véase Ávila Santamaría, Ramiro “El derecho de la naturaleza: fundamentos”, en Espinosa Gallegos-Anda, 
Carlos y Pérez Fernández, Camilo, (eds.). Los derechos de la naturaleza y la naturaleza de sus derechos, Ministerio de 
Justicia, Derechos Humanos y Cultos, Quito, 2011, p. 35.
20 CE, art. 11. 7.
21 Así el titular de un derecho de propiedad, por ejemplo, está facultado para ejercer todos los derechos que se deri-
van de su condición de titular, por la mera posesión del título.
22 Por esa razón se afirma en varias oportunidades que reconocer a la naturaleza como sujeto de derechos es una 
decisión política que puede o no darse, aun tratándose de un Estado constitucional de derechos y justicia, social, 
democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico como lo es Ecuador. Por el con-
trario, los derechos de los demás titulares relacionados en el art. 10 de la CE no podrían ser desconocidos a sus ti-
tulares en el contexto de un Estado como el ecuatoriano, o de cualquier otro Estado que se diga defensor y garante 
de los derechos humanos.
23 Calvo, Néstor Javier, “Aproximaciones conceptuales al principio de progresividad y no regresividad de los derechos 
constitucionales”, Revista Vis Iuris No. 1, Vol. 1/2014, pp. 141 – 161, Universidad Sergio Arboleda, Colombia.
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debates en la ANC y aprobado el texto definitivo, los derechos de la naturaleza 
quedaron asentados en dos artículos:

Artículo 71. La naturaleza o Pacha Mama, donde se reproduce y realiza la vida, 
tiene derecho a que se respete integralmente su existencia y el mantenimiento 
y regeneración de sus ciclos vitales, estructura, funciones y procesos evoluti-
vos. Toda persona, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá exigir a la auto-
ridad pública el cumplimiento de los derechos de la naturaleza (la cursiva no 
consta en el original).

Artículo 72. La naturaleza tiene derecho a la restauración. Esta restauración 
será independiente de la obligación que tienen el Estado y las personas natura-
les o jurídicas de Indemnizar a los individuos y colectivos que dependan de los 
sistemas naturales afectados (la cursiva no consta en el original).

Ese es el texto literal de los artículos donde se establecen los derechos en su parte 
pertinente, lo demás se refiere a los principios de interpretación y aplicación, las 
obligaciones del Estado y los sujetos legitimados para actuar en representación 
de la naturaleza. Según el texto, a la naturaleza se le reconocen tres derechos: 
i- a que se respete integralmente su existencia; ii- a que se respete el mante-
nimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estructura, funciones y procesos 
evolutivos y iii- derecho a la restauración.

Los dos primeros requieren una actitud abstencionista, como sujetos pasivos, 
del resto de los sujetos de derecho como el Estado, los agentes económicos pú-
blicos y privados y de la sociedad en general: la exigencia básica sería que está 
prohibido realizar cualquier acción u omisión que pueda afectar la existencia 
integral de la naturaleza o sus ciclos vitales. La dificultad radica en que no existe 
un sujeto unitario, individual o individualizable, que se pueda identificar como 

“la naturaleza” en tanto sujeto activo.
El tercero obliga como sujetos pasivos a quienes sean encontrados responsa-

bles de causar daños a la naturaleza, a restaurarlos; cuando el impacto ambien-
tal o los daños causados sean graves o permanentes, corresponde al Estado esta-
blecer los mecanismos más eficaces para alcanzar la restauración, y adoptar las 
medidas adecuadas para eliminar o mitigar las consecuencias ambientales noci-
vas, con lo cual quedaría satisfecho el derecho de la naturaleza a su restauración.

Si se hace una separación entre el humano y la naturaleza, o aun situando al 
humano como parte de la naturaleza y conviviendo en armonía con ella, cual-
quier acción u omisión que realice, aunque para asegurar su existencia, afecta el 
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segundo de los derechos reconocidos: si el humano se encontrara en peligro de 
contraer una grave enfermedad como consecuencia de las picadas de un insecto, 
y decide eliminar algunos de ellos, afectaría el mantenimiento y regeneración 
de los ciclos vitales de la naturaleza, o al menos el de cada uno de los insec-
tos eliminados o de su especie en general.24 De ahí que el contenido de los dos 
primeros derechos sea casi imposible de satisfacer literalmente, pues la regla 
subyacente exige un no hacer absoluto que es inviable aún para el más recio de 
los ambientalistas.

En cuanto al derecho a la restauración, pese a su aparente coherencia con los 
dos anteriores, implica lógicamente su violación: por ejemplo, al comenzar las 
operaciones en una mina a cielo abierto es evidente que los derechos reconoci-
dos en el artículo 71 serán violados; como compensación a la naturaleza, el 72 
reconoce su derecho a la restauración, lo que en la práctica se traduce en una 
anulación de los derechos reconocidos en el artículo 71, una contradicción lógi-
ca en la que no han reparado hasta el presente los teóricos de los derechos de la 
naturaleza, sean ecologistas o juristas profesionales.

Por supuesto, que la interpretación literal no es la única posible para analizar 
los derechos de la naturaleza; seguramente tampoco es la más adecuada por 
la perplejidad a que conduce en términos de consecuencias lógicas;25 pero una 
interpretación sistemática y coherente del texto constitucional arroja, como re-
sultado, algo más inquietante aun: el buen vivir, entendido como realización de 
los derechos humanos, solo puede ser alcanzado si no se respetan los derechos 
reconocidos a la naturaleza en el artículo 71 y, adicionalmente, si se cumple en 
la mayor medida posible el derecho de la naturaleza a su restauración previsto 
en el artículo 72.26

24 Sobre esa consecuencia de interpretar literalmente el texto que lleva a esas consecuencias desconcertantes pero 
ciertas, es pertinente recordar lo escrito por Orlando Rey Santos cuando analiza el concepto de impacto ambiental: 
“escaparían al análisis aquellos impactos que aun siendo negativos son irrelevantes y decimos esto pues si llevamos 
nuestra consideración al extremo, habría que reconocer que toda actividad humana impacta al ambiente de uno 
u otro modo. Por supuesto que esta es una evaluación que hay que hacer caso a caso, pues lo que puede resultar 
insignificante en un medio puede ser inadmisible en otro que resulte particularmente sensible o frágil.” Rey Santos, 
Orlando, “Instrumentos de gestión ambiental”, en AA.VV. Derecho ambiental cubano, Félix Varela, La Habana, 2007, 
p. 191.
25 “Sería un error pensar que los Derechos de la Naturaleza solamente se refieren a los enumerados como artículos 71 
al 74 de la Constitución ecuatoriana. Los Derechos de la Naturaleza deben ser leídos de cara a las obligaciones que 
se imponen a lo largo de toda la Constitución, destacando que no se pueden confundir con los derechos ambienta-
les, también abordados y ampliados en dicha carta magna. Martínez, Esperanza y Acosta, Alberto, “Los Derechos de 
la Naturaleza como puerta de entrada a otro mundo posible”, Revista Direito e Práxis, No. 4, Vol. 08/2017, pp. 2935.
26 La interpretación sistemática de la CE implica poner en relación otras normas constitucionales cuya vigencia 
puede influir directa o indirectamente en la protección de los derechos de la naturaleza, entre las que se pueden 
mencionar a modo de ejemplo la protección de la biodiversidad y los recursos naturales (arts. 295 y ss) que incluye 
entre otras la prohibición de cultivos y semillas transgénicas (art. 401), siendo Ecuador el único país que tiene esa 
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La conclusión anterior plantea una aparente contradicción entre los dere-
chos humanos y los derechos de la naturaleza: mientras más se respeten los 
últimos, menores posibilidades habrá de satisfacer las necesidades humanas, es-
pecialmente aquellas cuyo goce efectivo depende de la explotación, el uso y la 
comercialización de los recursos naturales, o las que, por el contrario, exijan 
la eliminación de elementos de la naturaleza que puedan ser dañinos para el 
hombre.

Ese es, en síntesis, el centro de la discordia entre quienes defienden a ultranza 
los derechos de la naturaleza y el sumak kawsay, y quienes defienden el buen 
vivir, entendido como la satisfacción de los derechos humanos; sin embargo, 
desde ambas posiciones, extremas, por cierto, se está de acuerdo en que tanto el 
sumak kawsay como el buen vivir, se deben alcanzar en armonía con la natura-
leza y el ambiente. El centro de la discusión es más político que jurídico, aunque 
la mejor de las soluciones posibles seguramente pasa por la promoción de “…
acciones constitucionales y judiciales orientadas a exigir la aplicación de los de-
rechos de la naturaleza ante situaciones concretas, con lo cual se promovería la 
configuración de un criterio judicial y el tutelaje estatal…y el desarrollo de una 
legislación propia de los derechos de la naturaleza, que asegure su autonomía, 
integridad y eficacia.”27

Aunque esa propuesta, en principio, no carece de sentido, desde el año 2008 
no se ha materializado en ley especial sobre los derechos de la naturaleza, ni es-
tos han tenido un desarrollo o impacto significativo en la legislación posterior a 
la CE relativa a la explotación, el aprovechamiento o la comercialización de los 
recursos naturales o los bienes ambientales. Por el contrario, no son pocos los 
autores que consideran que la legislación ambiental posterior a la CE, en ciertos 
casos, viola los derechos de la naturaleza o propicia su violación.28

Esos derechos reconocidos a la naturaleza, como una totalidad indiferencia-
da, no pueden ser ejercidos o reclamados directamente si no existen, en la legis-
lación secundaria, regulaciones específicas que los hagan operativos; para ello, 
no parece existir una vía distinta a la forma común de proceder en la legislación 

prohibición a nivel constitucional. También deben incluirse en una interpretación sistemática de los derechos de la 
naturaleza en la CE las normas sobre patrimonio natural y ecosistemas (arts. 401- 407), recursos naturales (art, 408), 
suelo (arts. 409- 410), agua (arts. 411- 412) y biosfera, ecología urbana y energías alternativas (arts. 413- 415). Tam-
bién son de interés los derechos de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas (arts. 56- 60).
27 Narváez, Iván y Narváez, María José, Derecho ambiental. en clave neoconstitucional (Enfoque político), FLACSO/ 
Sede Ecuador, 2012, p. 176
28 Por ejemplo, Gudynas, Eduardo, “Si eres tan progresista. ¿Por qué destruyes la naturaleza? Neoextractivismo, iz-
quierda y alternativas”, Ecuador Debate No. 79/2010,pp. 61-81 y Martínez, Esperanza y Acosta, Alberto, “Los Dere-
chos de la Naturaleza como puerta…” op. cit pp. 2927-2961.
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ambiental, es decir, por medio de la regulación especial de las formas específicas 
de explotación, aprovechamiento y comercialización de recursos naturales con-
cretos de acuerdo con sus características.

A pesar de que la naturaleza y el ambiente existen como una totalidad sisté-
mica, en la que coexisten cada uno de sus elementos bióticos y abióticos, el De-
recho, como reglas para la ordenación de la conducta humana, requiere la iden-
tificación tanto de los sujetos como del objeto sobre los que recaen los derechos 
y las obligaciones que nacen de una relación jurídica; por ello, desde el punto de 
vista de la técnica legislativa, resulta inviable regular, en un único cuerpo legal, 
todo lo relativo a la actividad humana sobre la naturaleza como sujeto, o sus 
elementos entendidos como recursos naturales aprovechables por el ser humano.

Ante esa imposibilidad, en la práctica las formas concretas de interacción 
de los seres humanos como sujeto de derechos con los recursos naturales como 
objeto se regulan por separado, sin perder de vista que, al menos en teoría, el or-
denamiento jurídico al que se integran las leyes especiales debería ser coherente 
y exhaustivo; bajo esa premisa, la legislación ambiental ecuatoriana posterior 
a 2008 debería ser entendida como una forma concreta de protección de los 
derechos de la naturaleza.

Sin embargo, en contra de esa hipótesis, dicha legislación se caracteriza más 
por lo que oculta que por lo que dice: sin considerar las expresiones vagas y 
ambiguas sobre la protección de los derechos de la naturaleza o las referencias 
que hacen a la CE o al buen vivir, las leyes especiales en materia ambiental 
siguen tratando a la naturaleza, salvo excepciones que se explicarán más ade-
lante, como un objeto y no como un sujeto de derechos digno de consideración 
especial.

Esas limitaciones se pueden apreciar en la Ley de Minería (LM):29 a pesar de 
que es una de las actividades que mayor afectación ocasiona al ambiente y a los 
derechos de la naturaleza, solo contiene dos referencias a ellos: la primera, en su 
considerando que reproduce un segmento del artículo 319 de la CE, y la segun-
da, en el artículo 79, que establece las obligaciones de los titulares de derechos 
mineros de devolver las aguas a sus fuentes originales libres de contaminación, 

“…con el fin que no se afecte a los derechos de las personas y de la naturaleza re-
conocidos constitucionalmente.” También pueden ser interpretadas como un re-
querimiento de respeto a los derechos de la naturaleza las obligaciones relativas 
a la reparación del daño o el impacto ambiental causado,30 así como la acción 

29 R. O. de 29/1/2009.
30 Art. 70. Resarcimiento de daños y perjuicios.
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popular que pueden ejercer las personas para denunciar las actividades mineras 
que generen impactos sociales, culturales o ambientales. 31

Similares referencias elípticas a los derechos de la naturaleza, sin ninguna 
regulación específica sobre las formas en que debieran ser respetados o el núcleo 
esencial no negociable en cada caso, se pueden verificar en la Ley Orgánica del 
Régimen de la Soberanía Alimentaria (LORSA),32 cuyos artículos no hacen sino 
señalar los derechos de la naturaleza como un criterio eventualmente persuasi-
vo a tener en cuenta en la aplicación de su contenido, o en las políticas públicas 
o leyes especiales que se deriven de sus disposiciones.33

El resto de las leyes dictadas desde el año 2008 hasta la actualidad, apli-
cables a la materia ambiental, tienen características similares a las menciona-
das.34 Como una excepción puede ser considerada la Ley Orgánica de Recursos 
Hídricos y Usos y Aprovechamiento del Agua (LORHAA),35 la cual marca una 
nota diferente y muy sugestiva en medio de la legislación especial evasiva con 
respecto a los derechos de la naturaleza, en virtud de que establece un capítulo 
independiente donde establece las formas concretas en que se deben asegurar 
los derechos de la naturaleza en cuanto a la conservación del agua.36

En esa ley, la naturaleza, como sujeto de derechos, si bien es entendida como 
totalidad indiferenciada, se protegen sus derechos por medio de la protección 
del agua como uno de sus elementos propios; técnicamente no se le están re-
conociendo nuevos derechos, sino haciendo operativo su derecho al manteni-
miento de sus ciclos vitales y su derecho a la restauración, el primero mediante 
el mantenimiento, preservación y protección de su caudal, sus fuentes y sus 
ciclos hidrológicos, y el segundo por medio de la restauración de los daños o el 
impacto ambiental causado a los ecosistemas circundantes.

31 Art. 91. Denuncias de Amenazas o Daños Sociales y Ambientales.
32 R. O. de 5/5/2009.( R.O. Registro Oficial)
33 Arts. 2, 6 y 26.
34 Ejemplos: Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales, R. O. de 14/3/2016 y Ley Orgánica de Agrobio-
diversidad, Semillas y Fomento de Agricultura, R. O. de 10/6/2017.
35 R. O. de 6/8/2014.
36 Capítulo III. Derechos de la naturaleza. Art. 64. Conservación del agua. La naturaleza o Pacha Mama tiene derecho 
a la conservación de las aguas con sus propiedades como soporte esencial para todas las formas de vida. En la con-
servación del agua, la naturaleza tiene derecho a: a) La protección de sus fuentes, zonas de captación, regulación, re-
carga, afloramiento y cauces naturales de agua, en particular, nevados, glaciares, páramos, humedales y manglares; 
b) El mantenimiento del caudal ecológico como garantía de preservación de los ecosistemas y la biodiversidad; c) La 
preservación de la dinámica natural del ciclo integral del agua o ciclo hidrológico; d) La protección de las cuencas 
hidrográficas y los ecosistemas de toda contaminación; y, e) La restauración y recuperación de los ecosistemas por 
efecto de los desequilibrios producidos por la contaminación de las aguas y la erosión de los suelos.
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Como reafirmación de que la LORHAA constituye una excepción, se puede 
mencionar el reciente Código Orgánico del Ambiente (COA)37 en el que, además 
de repetirse las disposiciones constitucionales sobre la naturaleza como sujeto 
de derechos, los derechos específicos que le son reconocidos, las obligaciones 
del Estado y los individuos y la acción popular para reclamar por daños am-
bientales, solo contiene como novedades lo relativo al manejo responsable de la 
fauna y el arbolado urbano.

Sobre los animales, llama la atención que, a pesar de ser considerados como 
uno de los elementos de la naturaleza más cercanos al ser humano y por tanto 
uno de los primeros para los que se reclamó la cualidad de sujeto de derechos, 
no son tratados como tales en el COA, ya que sus normas tienen “por objeto la 
promoción y la garantía del bienestar animal, por medio de erradicar la violen-
cia contra los animales, fomentar un trato adecuado para evitarles sufrimientos 
innecesarios y prevenir su maltrato, y de aplicar y respetar los protocolos y es-
tándares derivados de instrumentos internacionales reconocidos por el Estado.”38

La legislación penal, como forma posible de garantía y protección de los 
derechos de la naturaleza, tampoco incluye disposiciones específicas sobre las 
formas de actuar y sanciones aplicables a los eventuales violadores; el Código 
Orgánico Integral Penal (COIP)39 no tipifica ningún delito donde el bien jurídico 
protegido sea los derechos de la naturaleza; en el Capítulo Cuarto del Libro Se-
gundo que contiene los Delitos contra el Ambiente y la Pacha Mama, solo están 
tipificados los que afectan al bien jurídico ambiente, pero ninguno contempla 
como bien jurídico protegido a la naturaleza.

Tampoco son protegidos los animales como sujetos de derechos en el COIP, 
ya que aunque se tipifican contravenciones por casos de maltrato y muerte de 
mascotas o animales de compañía, tiene como objetivo asegurar su bienestar y 
protección y no los derechos que pudieran tener como elementos de la naturale-
za, regulaciones que junto a las posteriores del COA reafirman que los animales 
no son sujetos de derechos de conformidad con la legislación vigente en Ecua-
dor, a pesar de que son parte de la naturaleza que sí es sujeto de derechos.

En resumen, puede decirse que la regulación jurídica de los derechos de la 
naturaleza en las leyes posteriores a la CE presenta varias insuficiencias, que de 
modo general pueden resumirse en las siguientes notas: presentan vaguedad y 

37 R. O. de 12/4/2017, vigente desde el 12/4/2018.
38 COA, art. 139.
39 COIP. R. O. de 10/2/2014.



G I R A R D  D A V I D  V E R N A Z A  A R R O Y O ,  D A N E L I A  C U T I É  M U S T E L I E R

298

ambigüedad con respecto a la determinación del bien jurídico protegido.40 En lo 
que se refiere a la naturaleza como sujeto de derechos, requiere de importantes 
matizaciones que van más allá del Derecho vigente o la dogmática jurídica y se 
insertan en uno de los sectores más polémicos de la Filosofía del Derecho como 
es el lenguaje jurídico, una especie de lenguaje natural adaptado a las necesi-
dades de precisión lingüística de la legislación, la jurisprudencia y las ciencias 
jurídicas.

La afirmación de que la determinación del bien jurídico protegido bajo la 
denominación de naturaleza está afectada por la vaguedad y la ambigüedad 
como características del lenguaje jurídico, debe ser ampliada en el sentido de 
que la naturaleza no cuenta con una definición jurídicamente relevante a nivel 
constitucional, legislativo, jurisprudencial ni teórico que permita distinguir cuál 
es, concretamente, el ente denominado naturaleza al que se le atribuyen o reco-
nocen derechos.41

No contienen una delimitación concreta de las formas en que deben ser pro-
tegidos los derechos de la naturaleza en las leyes que regulan el uso, aprove-
chamiento o explotación de recursos naturales específicos, salvo la LORHAA 
respecto del uso y el aprovechamiento del agua. Asimismo, poseen un carácter 
fragmentario, por cuanto el uso, aprovechamiento y explotación de los recursos 
naturales regulados en leyes concretas contienen normas dispersas, a veces in-
coherentes entre sí, acerca de las formas en que deber ser protegidos los derechos 
de la naturaleza o como deben ser utilizados los medios disponibles para ello.

Adicionalmente ha de señalarse que la protección de los derechos de la na-
turaleza se ha venido realizando por medio de una regulación secundaria indi-
recta: no se ha dictado una ley específica sobre la materia, sino que en las leyes 
particulares relativas a los diferentes recursos naturales se incluyen disposicio-
nes, casi siempre de carácter declarativo y teleológico, sobre los derechos de la 
naturaleza y su carácter de sujeto de derechos.

Ahora bien, con el propósito de delimitar los elementos configuradores de 
los derechos de la naturaleza, debe precisarse que se trata de derechos funda-
mentales para su conservación y protección; desde el punto de vista procesal, 

40 El COA, por ejemplo, contiene en su pate final un glosario donde se define a la naturaleza como “Ámbito en el 
que se reproduce y realiza toda forma de vida incluido sus componentes, la cual depende del funcionamiento inin-
terrumpido de sus procesos ecológicos y sistemas naturales, esenciales para la supervivencia de la diversidad de las 
formas de vida.” Sin embargo, no indica cómo debe protegerse ese “ámbito” que es la naturaleza por medio de la 
protección de las diferentes formas de vida, o los diferentes componentes que la integran.
41 Para el análisis sobre la vaguedad y ambigüedad, Cfr. Atienza,M, Introducción al Derecho, Barcanova, 1985, Nino 
C. S.. Introducción al análisis del Derecho, 12ª reimpresión, Astrea, Buenos Aires, 2003, Hart, El Concepto de Derecho, 
Abeledo- Perrot, Buenos Aires, 1963.
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esos derechos deben reclamarse mediante la representación legal, por cuanto la 
naturaleza no puede representarse por sí misma. El sujeto activo es indetermi-
nado y la esfera concreta del bien jurídico a proteger debe definirse por vía de 
interpretación en sede administrativa o judicial.

Como sujetos obligados frente a los derechos de la naturaleza, aparece el 
resto de los sujetos de derechos reconocidos en el artículo 10 de la CE, como 
son el Estado, instituciones públicas y privadas, organizaciones, comunidades, 
pueblos y nacionalidades indígenas y las personas individuales. Su objeto de 
protección es la naturaleza como totalidad, y dado que la misma está compuesta 
por una diversidad de elementos heterogéneos, la protección se extiende a ellos 
también.

El contenido esencial de los derechos reconocidos a la naturaleza se circuns-
cribe a tres aspectos básicos: su existencia, su conservación y su restauración. 
Los límites para su ejercicio deben determinarse por medio de la interpretación 
sistemática de la CE, tomando en consideración otros principios y valores cons-
titucionales como el buen vivir, el sumak kawsay, la convivencia en armonía 
con la naturaleza y los derechos humanos. Finalmente, para su defensa y pro-
tección, proceden las mismas vías de acceso a la justicia que aplican a los dere-
chos humanos, puesto que la diferencia entre los sujetos de unos y otros no es 
relevante a los fines de asegurar su vigencia en sede judicial o administrativa.

3. 	Lectura de los derechos de la naturaleza a través de los lentes 
de los jueces en Ecuador. ¿Es necesario un cambio de visión?

La CE establece, como uno de los principios aplicables a los derechos, que su 
contenido se desarrollará “…de manera progresiva por medio de las normas, la 
jurisprudencia y las políticas públicas”.42 Dejando de lado las políticas públicas, 
y una vez analizado el tratamiento de los derechos de la naturaleza por medio 
de la legislación ambiental, corresponde, en este epígrafe, hacer lo propio con 
respecto a la tercera vía, es decir, a la jurisprudencia, pronunciada hasta el mo-
mento por algunas cortes y tribunales nacionales.

Antes de entrar en el análisis de contenido de algunas sentencias referidas 
a los derechos de la naturaleza, es pertinente sistematizar las diferentes vías de 
acceso a la justicia ambiental disponibles, las que pueden utilizarse para la pro-
tección de los derechos de la naturaleza.

42 CE, art. 11.8.
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El acceso a la justicia ambiental supone tres aspectos sustanciales: derecho 
de acceso a la información ambiental relevante; derecho de participación ciu-
dadana en la toma de decisiones ambientales de la administración; y derecho 
de acceso a la justicia en materia ambiental.43 Los tres aspectos son ampliamen-
te compartidos a nivel internacional, por ejemplo en la Declaración de Rio de 
1992,44 y en el plano regional, están previstos en el reciente Acuerdo Regional 
sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justi-
cia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe adoptado en el marco 
de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL).45

En el Derecho ecuatoriano, los tres elementos están previstos en la CE: el 
derecho de acceso a la información en el artículo 18, a la participación en los 
asuntos relacionados con el ambiente en el artículo 398 si se refiere a posibles 
afectaciones a la comunidad en general, mientras que si la posible zona de ex-
plotación de los recursos no renovables se encuentra en territorio de los pueblos 
indígenas tienen derecho a una consulta previa, libre e informada, de conformi-
dad con el artículo 57 CE.

Finalmente, el acceso a la justicia como un derecho se garantiza en el artí-
culo 75 CE, y cuando se refiere a la defensa de los derechos de la naturaleza, el 
artículo 71 dispone que “toda persona, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá 
exigir a la autoridad pública el cumplimiento de los derechos de la naturaleza.” 
En el caso de que el impacto ambiental o los daños ambientales afecten el dere-
cho de las personas a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, 
cualquier persona natural o jurídica, colectividad o grupo humano, puede ejer-
cer las acciones legales y acudir a los órganos judiciales y administrativos, sin 
perjuicio de su interés directo, para obtener de ellos la tutela efectiva en materia 

43 Muñoz Gajardo, Sergio, “El acceso a la justicia ambiental”, Revista de Derecho Ambiental No. 6/2014, p. 25. Según 
Daniel Barragán esos tres derechos “constituyen los fundamentos de la gobernanza ambiental.” Barragán, Daniel, 
Presentación a Echeverría, Hugo y Suárez, Sofía, Tutela judicial efectiva en materia ambiental: el caso ecuatoriano, 
Centro Ecuatoriano de Derecho Ambiental, Quito, 2014.
44 Principio 10. El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los ciudadanos 
interesados, en el nivel que corresponda. En el plano nacional, toda persona deber tener acceso adecuado a la in-
formación sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades públicas, incluida la información sobre los 
materiales y las actividades que encierran peligro en sus comunidades, así como la oportunidad de participar en los 
procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar y fomentar la sensibilización y la participación de 
la población poniendo la información a disposición de todos. Debe proporcionarse acceso efectivo a los procedi-
mientos judiciales y administrativos, entre estos el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes.
45 Adoptado el 4/3/2018 en Escazú (Costa Rica). Los países signatarios fueron Antigua y Barbuda, Argentina, Baha-
mas, Barbados, Belice, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Dominica, Ecuador, El Salvador, Granada, 
Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominica-
na, Saint Kitts y Nevis, San Vicente y las Granadinas, Santa Lucía, Suriname, Trinidad y Tabago, Uruguay y Vene-
zuela. Disponible enhttps://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/43595/1/S1800429_es.pdf, consultado el 
10/9/2018.
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ambiental, incluyendo la posibilidad de solicitar medidas cautelares que permi-
tan cesar la amenaza o el daño ambiental materia de litigio, en aplicación del 
artículo 139.1 CE.

Para hacer efectivos los derechos relacionados con la materia ambiental y 
los derechos de la naturaleza, quien se considere afectado puede utilizar como 
vías la jurisdicción constitucional, civil, penal o administrativa;46 sin embar-
go, cuando se trata de los derechos de la naturaleza, tiene mayor relevancia 
en este estudio la vía constitucional, por medio de los órganos jurisdiccionales 
que permiten una posibilidad más acorde con sus características y elementos 
configuradores.47

La vía constitucional está prevista en los artículos 86 al 88 de la CE, en los 
que se establecen las garantías jurisdiccionales para la protección de los dere-
chos, así como los principios por los que deben regirse las autoridades compe-
tentes; entre las acciones se establecen concretamente, por lo que afecta a la 
protección de los derechos de la naturaleza y la justicia ambiental, la acción de 
protección prevista en el artículo 88 CE, que tiene por objeto “el amparo directo 
y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución.”

Los requisitos procesales para interponer una acción de protección están pre-
vistos en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucio-
nal (LOGJCC):48 de conformidad con su artículo 40, la acción puede presentarse 
ante una violación de un derecho constitucional por acción u omisión de una 
autoridad pública no judicial que viole o haya violado los derechos, una política 
pública nacional o local que menoscabe, disminuya o anule su goce o ejercicio, 
o todo acto u omisión del prestador de servicio público que viole los derechos y 
garantías.

Otra de las garantías jurisdiccionales de rango constitucional es la acción 
de acceso a la información ambiental prevista en el artículo 91 de la Ley Or-
gánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LOTAIP).49 Puede 
interponerla cualquier persona a quien se le hubiere negado la información en 
forma tácita, ya sea por la negativa de la información, ya sea por la información 

46 Sobre las características y formas de acceso a la justicia ambiental en cada caso puede verse en Barragán, Daniel, 
Derechos de acceso en asuntos ambientales en el Ecuador. Hacia el desarrollo de una actividad minera respetuosa del 
entorno y las comunidades, Naciones Unidas/CEPAL, Santiago de Chile, 2017. Sobre el tema también puede verse 
Andino Reinoso, Wilson, “La naturaleza como parte procesal y su manifestación”, Diálogos judiciales 4/2017, Quito, 
pp. 47 y ss.
47 Sobre las vías de acceso a la jurisdicción constitucional en Ecuador puede verse en Montaña Pinto, Juan y Porras 
Velazco, Angélica, (eds.), Apuntes de Derecho procesal Constitucional, tomo 2, CCE/CEDDC, Quito, 2012, pp. 103 y ss.
48 LOGJCC. R.O de 22/10/2009.
49 LOTAIP. R. O. de 18/5/2004.
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incompleta, alterada y hasta falsa que le hubieren proporcionado, incluso si la 
denegatoria se sustenta en el carácter reservado o confidencial de la informa-
ción solicitada, según lo dispone su artículo 22.

La acción pública de constitucionalidad no está incluida en la CE como ga-
rantía jurisdiccional, sino como una competencia de la Corte Constitucional 
(CCE), la cual tiene como atribución de conformidad con el artículo 436 de la 
CE “…conocer y resolver las acciones públicas de inconstitucionalidad, por el 
fondo o por la forma, contra actos normativos de carácter general emitidos por 
órganos autoridades del Estado.” La acción puede ser propuesta por cualquier 
persona, de acuerdo con lo previsto en el artículo 98 de la LOGJCC.

Desde el punto de vista jurisdiccional, la competencia para conocer de las re-
clamaciones por violación de los derechos de la naturaleza corresponde a los tri-
bunales ordinarios, puesto que si bien el Código Orgánico de la Función Judicial 
(COFJ)50 establece, en su artículo 246, la posibilidad de crear judicaturas espe-
ciales de primer nivel que conozcan de las reclamaciones por los derechos de la 
naturaleza, hasta el presente ninguna ha sido creada con ese objetivo específico.

Por lo que se refiere al Derecho procesal, la naturaleza, en tanto sujeto de de-
rechos, puede ser parte en un proceso judicial de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 30 del Código Orgánico General de Procesos (COGEP),51 evidente-
mente solo en calidad de demandante, puesto que no existe posibilidad ni lógica 
ni jurídica de que comparezca en calidad de demandada.52 Para su representa-
ción oficial de carácter institucional, se designa al Defensor del Pueblo, quien 
puede accionar por iniciativa propia,53 sin perjuicio de que pueda serlo también 
por cualquier persona natural o jurídica o colectividad.54

En resumen, las acciones constitucionales de carácter jurisdiccional tienen 
como función garantizar el acceso a la justicia de las personas cuyos derechos 
hayan sido o estén siendo violados por alguna autoridad pública, persona jurídi-
ca privada o individuos y requieran por esa razón recibir tutela judicial efectiva, 
expedita y con las garantías del debido proceso judicial. Esas acciones proceden 
también para la protección judicial de los derechos de la naturaleza, porque en 
la legislación comentada se refiere a los derechos reconocidos en la CE, con 

50 COFJ. R. O. de 9/3/2009.
51 COGEP, R. O. de 22/7/2015.
52 COGEP, art. 38 segundo párrafo: La naturaleza no podrá ser demandada en juicio ni reconvenida.
53 Un resumen de la participación de Defensoría del pueblo en la defensa de los derechos de la naturaleza puede 
verse en el Manual de normas y jurisprudencia de derechos de la naturaleza y ambiente, Defensoría del Pueblo del 
Ecuador, Quito, 2013 p. 94 y ss.
54 COGEP, art.38. Representación de la naturaleza. La naturaleza podrá ser representada por cualquier persona natu-
ral o jurídica, colectividad o por el Defensor del Pueblo, quien además podrá actuar por iniciativa propia.
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independencia de que su titular sea una persona individual, colectiva, una co-
munidad o la propia naturaleza en su condición de sujeto de derechos.

En uso de esas vías de acceso a la justicia para ejercer acciones legales a favor 
de los derechos de la naturaleza, se han presentado ante tribunales ecuatorianos 
diferentes demandas, la primera de ellas ante el Juzgado Tercero de lo Civil de 
Loja y resuelto en diciembre de 2010 negando la acción presentada; fue apela-
da ante la Sala Penal de la Corte Provincial de Justicia de Loja en 2011 que sí 
concedió la acción de protección y solicitada. Finalmente, el proceso llegó a la 
Corte Constitucional de Ecuador (CCE) solicitando la ejecución de la sentencia 
por medio de una acción de incumplimiento. 55

El último de los procesos judiciales sobre la materia hasta el momento es la 
demanda interpuesta contra del Proyecto Minero Río Blanco, en la que el Juez 
Civil de Cuenca ordenó suspender las operaciones de minería, sentencia que fue 
ratificada por la Corte Provincial de Justicia de Azuay.

Entre uno y otro caso han tenido lugar otros procesos donde uno de los ar-
gumentos en juego son los derechos de la naturaleza; sin embargo, ninguna de-
manda ha sido presentada única o específicamente con el objetivo de reclamar 
la protección de aquellos derechos, sino que son utilizados como argumento 
persuasivo para reforzar los petitorios que se hacen ante los tribunales con el 
propósito de defender otros derechos, relacionados con el ejercicio de activida-
des económicas, daños patrimoniales o afectaciones ambientales que pueden 
causar daño a otros derechos humanos como la alimentación, la salud o el me-
dio ambiente sano y ecológicamente equilibrado.

Las sentencias emitidas hasta el presente no contienen en realidad un de-
sarrollo o delimitación jurisprudencial de los derechos de la naturaleza, ni una 
interpretación relevante de las disposiciones constitucionales; por el contrario, 
esos derechos aparecen como un argumento persuasivo adicional a los expues-
tos para decidir sobre el contenido de fondo de la demanda y en su argumenta-
ción y, por lo general, solo se hacen comentarios a las disposiciones constitucio-
nales relevantes y a algunos autores que han escrito sobre el tema.

Por ejemplo, en la sentencia de la Corte Provincial de Loja56 que declara con 
lugar la demanda y decide a favor de los accionantes, pareciera que eviden-
temente el objetivo principal de los demandantes es la protección de los de-
rechos de la naturaleza, lo que ciertamente también se reclama, pero el fondo 
de la cuestión subyace en que como consecuencia de los daños ocasionados al 

55 CCE. STC No. 012-18-SIS-CC/CASO No. 0032-12-IS, Quito D.M., 28 de marzo de 2018.
56 Corte Provincial de Loja. Sala Penal. STC citada en nota 11.
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cauce del Río Vilcabamba, los demandantes perdieron “aproximadamente una 
hectárea y media de los terrenos con más valor de la propiedad.”57

Para dar lugar a la demanda y declarar violados los derechos de la naturaleza, 
la Corte menciona el artículo 71 de la CE, donde se reconoce uno de los derechos 
a la naturaleza, hace un breve panegírico sobre la novedad introducida por la CE 
al reconocer aquellos derechos, y seguidamente transcribe un extenso párrafo 
de uno de los tantos escritos de Alberto Acosta citados en este trabajo.58 A pesar 
de ser la primera sentencia sobre la materia en el país,59 la argumentación de la 
Corte hizo muy poco favor a la consolidación de los derechos de la naturaleza 
en aquella ocasión.60

Un ejemplo más reciente lo constituye una sentencia emitida por la CCE con 
fecha 27 de abril de 2016.61 En su motivación expone que la CE “plantea una 
evolución respecto del tradicional derecho a un ambiente natural sano, cuyo 
titular es el ser humano, hacia la protección de la naturaleza como titular inde-
pendiente de derechos…prevé un alejamiento de la concepción antropocéntrica 
clásica…y nos acerca a una visión biocéntrica, en la que se reivindica la relación 
de necesidad del ser humano hacia la naturaleza.”62 Además de esa considera-
ción, repetida hasta el cansancio en los estudios de los derechos de la naturaleza, 
la Corte transcribe el texto de los artículos 71 al 74 de la CE concernientes al 
tema, y ahí termina su motivación de la sentencia.

En el año 2017 fue resuelto otro caso, esta vez en la Corte Provincial de Esme-
raldas por una demanda presentada en el año 2010. Se trata de un caso donde la 
ccomunidad afrodescendiente de La Chiquita y la comunidad indígena Awá de 
Guadualito demandaron a las empresas palmicultoras Los Andes y Palesema por 
la vulneración de los derechos de la naturaleza. Los demandantes solicitaban 
la suspensión de todas las actividades de las demandadas por “la deforestación 

57 La cita es p. 1 de la STC.
58 Acosta, Alberto, “La naturaleza como sujeto de derechos”, Peripecias, No.87/2008.
59 “Celebran el primer caso exitoso de exigibilidad de los derechos de la naturaleza en el Ecuador”, disponible en 
http://therightsofnature.org/celebran-el-primer-caso-exitoso-de-exigibilidad-de-los-derechos-de-la-naturale-
za-en-ecuador/, consultado el 12/9/2018.
60 Una descripción del proceso, con comentarios muy elogiosos, puede verse en Suárez, Sofía, “Defendiendo la na-
turaleza Retos y obstáculos en la implementación de los derechos de la naturaleza Caso río Vilcabamba”, Energía y 
Clima, CEDA e ILDIS, Quito, 2013, pp. 4- 14.
 Con igual sentido véase, fuera del Ecuador, el trabajo de Bartolomé Clavero “Jurisprudencia Ecuatoriana sobre Dere-
chos de la Naturaleza”, disponible en http://elcorreo.eu.org/Jurisprudencia-Ecuatoriana-sobre-Derechos-de-la-Na-
turaleza?lang=fr, Consultado el 10/9/2018. Un análisis desde el punto de vista del acceso a la justicia ambiental y 
las cuestiones procesales sobre este caso puede verse en Echeverría, Hugo y Suárez, Sofía, Tutela judicial efectiva en 
materia ambiental: el caso ecuatoriano, Centro Ecuatoriano de Derecho Ambiental, Quito, 2014. pp. 141 y ss.
61 CCE. STC No. 034-16-SIN-CC CASO No. 0011-13-IN Quito, D. M., 27 de abril de 2016.
62 Cita de p. 13.
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masiva, la pérdida generalizada de biodiversidad, la contaminación excesiva de 
los ríos y el consiguiente deterioro de la salud y la soberanía alimentaria de las 
dos comunidades.”

Seis años después el juez que conoció de la causa admitió parcialmente la 
demanda, reconociendo la violación los derechos de los demandantes por los 
efectos que causaban las actividades de las demandadas en su salud, en el acceso 
al agua o a fuentes de alimentos; lo curioso está en que la responsabilidad y la 
consiguiente obligación de restaurar los derechos de la naturaleza no fue exigi-
da a las empresas demandadas sino al Estado que no tenía una incidencia directa 
en tales afectaciones, a no ser que se le hubiera imputado una omisión de sus 
deberes con respecto a los derechos de la naturaleza que resultaron violados.63

Existen, por supuesto, otras sentencias, tanto de la CCE como de tribunales 
ordinarios, en todas las cuales el proceso argumentativo contiene básicamente 
lo mismo: la reproducción o la mención de los artículos pertinentes de la CE, sin 
hacer de ellos una interpretación sistemática en cuanto a su alcance y contenido 
esencial, necesarios para su configuración, complementados con citas de algún 
texto de los autores obligados: ello deduce la necesidad de proteger aquellos 
derechos.

Una de ellas es la sentencia No. 218-15 de la CCE.64 La Corte afirma que la 
naturaleza es “un ser titular de derechos cuyo respeto debe anteponerse a cual-
quier interés económico individual (p. 11).” Lo anterior constituye un error en 
un doble sentido: la naturaleza es un ente complejo integrado por una multipli-
cidad de elementos bióticos y abióticos que en su conjunto difícilmente puedan 
ser reconducidos a un “ser” único; en segundo lugar, no repara en la sutil dife-
rencia entre ser titular de un derecho y ser sujeto de derechos, la naturaleza es lo 
segundo, no lo primero como ya se explicó oportunamente.

En lo demás la CCE repite los argumentos de algunos autores sobre la mate-
ria,65 e incluye ciertos comentarios respecto a su reconocimiento constitucional 

63 Respecto de las demandadas la Corte dispuso que “de acuerdo a la Ley Ambiental, en la cual se señala la necesi-
dad de una zona de amortiguamiento de ocho metros, las dos palmicultoras deben plantar bambú (en vez de palma 
aceitera) a lo largo de las orillas del río que rodea las plantaciones; deben pagar a sus empleados para tomar un curso 
de historia cultural y encarnada, mitos y tradiciones de los pueblos indígenas y ancestrales de Esmeraldas; y que las 
palmicultoras deben mantener relaciones cordiales, respetuosas y de solidaridad, con la tierra, con los demandantes 
y sus familias. Un análisis de la sentencia puede verse en Hazlewoo, J. “La corte dicta sentencia en el primer juicio 
de derechos de la naturaleza del mundo.” Disp. dhttps://intercontinentalcry.org/es/la-corte-dicta-la-sentencia-en-
el-primer-juicio-de-derechos-de-la-naturaleza-del-mundo22/. Fc. 13/10/2018.
64 CCE. STC. No. 218-15-SEP-CC. CASO No. 1281-12-EP. Quito, D. M ,09 de julio de 2015.
65 Por ejemplo, de Eugenio Zaffaroni copia el argumento de que “es preciso señalar que los derechos de la naturale-
za -pacha mama, constituyen una de las mayores novedades de la Constitución ecuatoriana vigente, al reconocer 
a la naturaleza como sujeto de derechos, al contrario del paradigma tradicional que la considera como objeto de 
propiedad y mera fuente de recursos naturales” (p. 9); de Agustín Grijalva Jiménez toma el argumento de que “es 
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y necesidad de protección de sus derechos. Muy interesante resulta, sin embargo, 
que no asume en la sentencia la idea común de que el reconocimiento de aque-
llos derechos implica necesariamente una perspectiva biocéntrica, al afirmar 
que la CE “tiende a una perspectiva biocéntrica de relación naturaleza-socie-
dad”, que puede materializarse o no en dependencia de las relaciones del hombre 
con la naturaleza como sujeto de derechos.66

En síntesis, se puede afirmar que por medio de la jurisprudencia ecuatoria-
na no se ha producido hasta el presente un desarrollo considerable de las dis-
posiciones constitucionales que reconocen los derechos de la naturaleza y le 
adjudican a esta la cualidad de sujeto de derechos; lo que sí se ha producido es 
el uso de los derechos de la naturaleza como elemento adicional a las formas 
tradicionales de protección del ambiente y los recursos naturales, así como para 
hacer valer otros intereses, económicos, patrimoniales o derechos relacionados 
con el ambiente.

Por tanto, para asegurar el cumplimiento de los derechos de la naturaleza 
y alcanzar los fines propuestos por el constituyente en 2008, no es suficien-
te contar con mecanismos legales e institucionales, que existen, pero aún son 
insuficientes, para permitir que los defensores de los derechos de la naturaleza 
puedan acudir a las instancias correspondientes a demandar por sus derechos. 
Antes bien, lo ideal sería que esos mecanismos fueran la excepción, y que lo 
normal consistiera en el respeto de los derechos de la naturaleza, su considera-
ción de sujeto y la constitución de una nueva forma de vida que pondere entre 
la necesidad de satisfacer los derechos humanos y la de proteger los derechos de 
la naturaleza como escenario privilegiado donde la máxima realización de esos 
derechos es posible.

Un resumen de las garantías a los derechos de la naturaleza previstas en el 
ordenamiento jurídico ecuatoriano puede presentarse respondiendo a la pre-
gunta que plantean Marco Aparicio Wilhelmi y Gerardo Pisarello: “¿por medio 
de qué vías tutelan los jueces, los legisladores o la administración el contenido 

evidente que los derechos de la naturaleza irradian tanto a las relaciones sociales como a cada uno de los elemen-
tos del sistema económico del país, derivando en que la producción y el consumo no se conviertan en procesos 
depredadores sino que, por el contrario, tiendan al respeto de su existencia, mantenimiento y regeneración de sus 
elementos” (p. 11).
66 Un argumento similar se encuentra en la CCE. STC No. 034-16-SIN-CC. CASO N.0 0011-13-IN, Quito, D. M., 27 de 
abril de 2016. Quito, D. M., 27 de abril de 2016: “la Constitución plantea una evolución respecto del tradicional de-
recho a un ambiente natural sano, cuyo titular es el ser humano, hacia la protección de la naturaleza como titular 
independiente de derechos. Así, la Norma Suprema prevé un alejamiento de la concepción antropocéntrica clásica, 
por la cual el ser humano es el centro y fin de todas las cosas y nos acerca a una visión biocéntrica, en la que se rei-
vindica la relación de necesidad del ser humano hacia la naturaleza” (p. 13).
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de los derechos? Y ¿En qué ámbitos espaciales?”67 En su planteamiento están 
implícitas tres tipos de garantías: jurisdiccionales, sociales y administrativas.68

Las primeras, es decir las jurisdiccionales, son las mismas que se utilizan para 
la defensa de los derechos humanos tanto en la jurisdicción ordinaria como en la 
constitucional ante la Corte Constitucional; las segundas son todas aquellas que 
permiten a las personas ejercer acciones en favor de los derechos de la natura-
leza en el ámbito político o social, como el ejercicio de la iniciativa legislativa a 
través de sus representantes o la consulta previa, libre e informada, mientras que 
las administrativas son las que se pueden interponer ante la autoridad nacional 
ambiental.

4. Conclusiones

El reconocimiento de derechos a la naturaleza en la CE, significa un hito sin 
precedentes, tendente a la construcción de un nuevo paradigma que implica el 
replanteamiento de una teoría diferente sobre los derechos, “perspectiva que 
tropieza con fuertes y fundamentados muros, derribarlos no es tarea fácil, se 
requiere de apoyo político, ético, social y jurídico, así como de un cambio de 
lentes para no tener la visión limitada del antropocentrismo, sino unos focos 
biocéntricos, donde el ser humano es importante, pero no el único integrante de 
la naturaleza, o la Pachamama.”69

La configuración teórico- jurídica de los derechos de la naturaleza, conlleva 
el examen de su posterior regulación normativa y del desarrollo jurisprudencial; 
en su relación con la concepción del buen vivir, eje transversal analizable desde 
diversas dimensiones y propositivo de una forma nueva de convivencia ciuda-
dana en armonía con la naturaleza De este análisis se advierten las siguientes 
limitaciones:

67 Wilhelmi, Marco y Aparicio Pisarello, Gerardo, “Los derechos humanos y sus garantías: nociones básicas”, en Bo-
net i Pérez, Jordi y Sánchez, Víctor M. (eds.), Los derechos humanos en el siglo XXI: continuidad y cambios, Huygens 
Editorial, Barcelona, 2008, p. 140. Los autores clasifican las garantías de los derechos humanos en garantías institu-
cionales que pueden ser “políticas y jurisdiccionales, primarias y secundarias, estatales y supraestatales”; todas ellas 
tienen en común el hecho de que “se encomiendan a órganos de poder que, precisamente por su carácter como ta-
les, se encuentran en una situación propicia para vulnerarlos” (p. 157). Por otro lado se refieren a “garantías sociales 
de participación institucional y garantías sociales autónomas” (p. 158), que se caracterizan por “la capacidad de sus 
destinatarios y destinatarias de apropiarse de su contenido y de hacerlo valer en las instituciones, fuera de ellas y, 
llegado el caso, incluso en su contra” (p. 160).
68 Un desarrollo más detallado de cada una de ellas puede verse en Pisarello, Gerardo, Los derechos sociales y sus 
garantías. Elementos para una reconstrucción, Editorial Trotta, Madrid, 2007.
69 Mendez López, M., ¨Informe de Oponencia, en el acto de predefensa, a la Tesis en opción al grado científico de 
Doctor en Ciencias Jurídicas, de Girard Vernaza Arroyo, Los derechos de la naturaleza. Pilar básico para el buen vivir 
en Ecuador, dirigida por la Doctora en Ciencias, Danelia Cutié Mustelier Santiago de Cuba, marzo, 2019.



G I R A R D  D A V I D  V E R N A Z A  A R R O Y O ,  D A N E L I A  C U T I É  M U S T E L I E R

308

·	 En cuanto a la legislación, presentan vaguedad y ambigüedad con res-
pecto a la determinación del bien jurídico protegido, lo que se deriva del 
carácter heterogéneo de los elementos bióticos y abióticos que integran 
la naturaleza como sujeto de derechos.

·	 No delimitan las formas en que deben ser protegidos los derechos de la 
naturaleza en las leyes que regulan el uso, aprovechamiento o explota-
ción de recursos naturales específicos.

·	 No incorporan a la naturaleza como sujeto de derechos desde una visión 
biocéntrica, sino que regulan la explotación de los recursos naturales o 
los bienes ambientales desde una visión antropocéntrica como objeto 
para la satisfacción de los derechos de las personas.

·	 Se incluyen los derechos de la naturaleza como referencia formal a las 
disposiciones constitucionales, sin precisar su contenido y alcance, ni 
las formas particulares en que deben materializarse por medio de la le-
gislación sectorial que protege recursos naturales o bienes ambientales 
específicos.

·	 Carácter fragmentario, por cuanto el uso, aprovechamiento y explota-
ción de los recursos naturales regulados en leyes concretas contienen 
normas dispersas, a veces incoherentes entre sí, acerca de las formas en 
que deber ser protegidos los derechos de la naturaleza o como deben ser 
utilizados los medios disponibles para ello.

·	 No ha sido expedida una ley especial sobre los derechos de la naturaleza.
·	 En sede judicial, se precisan como limitaciones para la adecuada inter-

pretación y protección de estos derechos, la no creación de los juzgados 
especiales previstos en el COFJ, por tanto, los mismos tribunales que juz-
gan la violación de los derechos de las personas o las acciones por daño 
ambiental, lo hacen en las demandas por violación de los derechos de la 
naturaleza.

·	 Sobre la jurisprudencia como vía para el desarrollo del contenido de los 
derechos, se puede afirmar que, en las sentencias revisadas sobre los de-
rechos de la naturaleza, la motivación solo incluye referencias a los ar-
tículos pertinentes de la CE y citas de algún autor relevante, sin delinear 
por vía jurisdiccional los aspectos necesarios para su adecuada protec-
ción en sede judicial o administrativa.
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